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Vista	desde	hoy,	la	pro-
mulgación	 de	 la	 De-
claración	Universal	de	
Derechos	 Humanos	
(DUDH)	 en	 1948	 y	 su	
conversión	 en	 uno	 de	
los	tres	pilares	fundan-
tes	de	 la	Organización	
de	las	naciones	Unidas	
(OnU),	fue	el	inicio	de	
un	doble	proceso.
	 Por	 una	 parte,	 im-
pulsó	de	manera	deci-
siva	 la	 reflexión	 sobre	
la	idea	de	los	derechos	
humanos;	así,	se	ha	ge-
nerado	durante	medio	
siglo,	 desde	 diversas	
perspectivas	 históricas	
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y	 culturales,	 toda	 una	
serie	 de	 enmiendas,	
complementos	e	incluso	
correcciones	 a	 la	 con-
cepción	original	de	 los	
derechos	 humanos	 y,	
al	mismo	 tiempo,	 nu-
merosos	acuerdos	inter-
nacionales	que	precisan	
dicha	 idea	 con	 respec-
to	de	 grupos	 especial-
mente	vulnerables	tales	
como	los	niños,	las	per-
sonas	en	custodia	poli-
cíaca	y	los	presos.1

	 Por	otra	parte,	indujo	
a	la	paulatina	conversión	
de	los	principios	conte-
nidos	en	la	DUDH	y	los	

pactos	 internacionales	
posteriores	menciona-
dos,	 en	 derechos	 pro-
piamente	dichos.	Como	
pasos	 importantes	 en	
este	camino	pueden	re-
conocerse	medidas	 tan	
diferentes	 como	 la	 in-
clusión	de	los	preceptos	
de	la	DUDH	en	las	cons-
tituciones	 de	muchos	
estados,	 la	 creación	de	
los	 dos	 tribunales	 pe-
nales	 internacionales	
especiales	para	 los	 ge-
nocidios	en	la	ex	yugo-
slavia	 (1993)	y	Ruanda	
(1994)	y	la	fundación	de	
comisiones	de	derechos	
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humanos	 oficiales	 en	
muchos	 lugares,	 entre	
ellos	en	nuestro	país.		
	 En	este	segundo	pa-
norama	 constituye	 un	
logro	sin	precedente	la	
aprobación,	a	mediados	
de	 1998,	 del	 llamado	
Estatuto de Roma,	me-
diante	 el	 cual	 se	 creó	
formalmente	 la	 Cor-
te	 Penal	 Internacional	
(CPI).2	Cuatro	años	más	
tarde,	 al	 llegarse	 a	 las	
primeras	 sesenta	 ra-
tificaciones	 previstas	
para	tal	efecto,	la	citada	
Corte	empezó	a	confor-
marse	 en	 la	 ciudad	de	
La	Haya.	 Una	 de	 sus	
tareas	 principales	 fue	
la	 designación	 de	 los	
18	magistrados	 (entre	
los	cuales	se	encuentran	
dos	 latinoamericanos	
(de	 Costa	 Rica	 y	 de	
Bolivia)	 y	una	 latinoa-
mericana	 (de	Brasil),	y	
de	los	fiscales.3

	 A	 esta	 Corte	 Penal	
Internacional,	 sus	 ca-
racterísticas,	 proble-

mas	 y	 perspectivas,	 y	
a	la	problemática	de	la	
implementación,	 está	
dedicado	 el	dossier	 del	
número	 de	 otoño	 de	
2004	de	Diálogo Político, 
revista	 trimestral	 de	
análisis	 social	 y	políti-
co,	 editada	 en	Buenos	
Aires	por	la	Fundación	
Konrad	Adenauer.4

	 Según	explica	Hans-
Peter	Kaul,	 uno	de	 los	
magistrados	de	la	CPI,	
en	 su	 artículo	 de	 in-
troducción	 general	 al	
tema,	 la	nueva	 institu-
ción	 es	 "una	 suerte	de	
institución	de	 reserva,	
de	 tribunal	 de	 emer-
gencia	 para	 el	 caso	 en	
que	 fracasen	 los	 siste-
mas	 jurídicos	 penales	
nacionales"	 (p.	 14).	 Su	
jurisdicción	es	bastante	
restringida,	 ya	 que	 se	
limita	a	atender	denun-
cias	 sobre	 genocidio,	
crímenes	 de	 lesa	 hu-
manidad,	 crímenes	 de	
guerra	 y	 el	 crimen	de	
agresión.5

	 El	profesor	argenti-
no	Julio	de	Zan	esboza	
en	 su	 contribución	 ti-
tulada	 "Un	 estado	 de	
derecho	 común	 en	 el	
mundo",	una	perspec-
tiva	 de	 los	 derechos	
humanos	desde	la	cual	
el	 sujeto	 del	 "derecho	
de	 gentes"	 no	 son	 los	
Estados,	como	muchas	
veces	se	considera,	sino	
los	pueblos	 (p.	30).6	A	
partir	de	esto	aborda	la	
tensión	 especialmente	
perceptible	 en	Amé-
rica	 Latina,	 entre	 las	
exigencias	 de	 un	 "de-
recho	cosmopolita"	y	la	
"resistencia	 ideológica	
de	los	nacionalismos	y	
de	los	intereses	corpo-
rativos	de	las	altas	bu-
rocracias	 del	 Estado"	
(p.	37).7

	 Por	 su	 parte,	 la	 ex	
oficial	legal	asociada	del	
Tribunal	Penal	Interna-
cional	para	 la	Antigua	
yugoslavia,	 Elizabeth	
Santalla	Vargas,	 revisa	
la	 normatividad	 y	 las	
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atribuciones	de	la	nue-
va	Corte,	 y	 destaca	 el	
papel	previsto	de	la	víc-
tima	 con	 respecto	 a	 la	
cual	la	CPI	puede	orde-
nar	una	 compensación	
y	 a	 la	 que	 se	 reconoce	
"su	derecho	a	participar	
en	 los	 procedimientos	
con	 representación	 le-
gal	propia"	(p.	71).
	 El	último	documento	
trabajo	 contenido	en	el	
dossier8,	 "Derechos	 hu-
manos	y	derecho	penal	
internacional",	 está	 a	
cargo	del	profesor	Kai	
Ambos,	 conocido	 es-
pecialista	 en	 derecho	
internacional.	Después	
de	analizar	el	 concepto	
de	"macrocriminalidad"	
y	 los	 fundamentos	filo-
sófico-jurídicos	 de	 un	
derecho	penal	 supra	o	
transnacional,	describe	
y	comenta	especialmente	
los	esfuerzos	del	gobier-
no	estadounidense	para	
entorpecer	 la	 jurisdic-
ción	de	la	CPI	mediante	
acuerdos	bilaterales	que	
eximen	a	ciudadanos	de	

ese	país,	 ante	 todo	 los	
miembros	de	sus	fuerzas	
armadas,	 de	 toda	 res-
ponsabilidad	 ante	 ins-
tancias	persecutorias	de	
violaciones	a	los	derechos	
humanos,	a	tal	grado	que	
se	ha	propuesto	formular	
el	principio	de	que	"todos	
los	 seres	humanos	 son	
iguales	ante	la	ley,	a	me-
nos	que	sean	ciudadanos	
de	los	Estados	Unidos	de	
América"	(p.	96).
	 Como	 se	 ve,	 el	dos-
sier	de	la	revista,	que	se	
encuentra	 en	 la	 biblio-
teca	 de	 la	 Unidad	 de	
Ciencias	 Sociales	de	 la	
UADy,9	contiene	mate-
riales	importantes	tanto	
desde	el	punto	de	vista	
político	como	teórico.
	 Con	respecto	al	prime-
ro	hay	que	enfatizar	que	
reúne	 información	 sig-
nificativa	acerca	de	una	
problemática	altamente	
polémica,	ya	que	México	
se	 encuentra	 entre	 los	
países	 donde	 está	 aún	
pendiente	 la	ratificación	
del	Estatuto de Roma.10

	 El	 segundo	 aspecto	
es	 de	 orden	 teórico,	 a	
saber,	 la	 complicada	
relación	entre	derecho	y	
cultura.	Como	lo	mues-
tra	 la	 situación	 actual	
en	México,	esta	proble-
mática	 es	 en	muchos	
países	 del	mundo,	 al	
mismo	 tiempo,	 de	 ca-
rácter	interno	y	externo,	
nacional	e	internacional,	
y	necesita	del	concurso	
de	 especialistas	 en	 an-
tropología,	 historia	 y	
derecho.11

nOTAS
1	 Esta	 apreciación	 se	 en-

cuentra	 elaborada	 en	
Esteban	Krotz,	 "La	 for-
mulación	de	los	derechos	
humanos	 como	proceso	
de	 aprendizaje	 intercul-
tural",	 en:	Devenires,	 año	
III,	enero	de	2002,	n.	5,	pp.	
81-95.

2	 De	un	total	de	120	gobier-
nos,	apenas	siete	votaron	
en	contra	y	21	se	abstuvie-
ron.

3	 Información	 sobre	 los	
antecedentes	 y	 las	 ca-
racterísticas	 de	 la	 Cor-
te	 Penal	 Internacional	
se	 encuentra	 en	 <http://
www.un.org/law/icc/in-
dex.html>	 e	 información	
actualizada	 sobre	 dicha	
Corte,	 en	 el	 sitio	www	
respectivo	 <http://www.
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icj-cij.org/>.

4	 Dicha	 fundación	 apoya	
diversas	actividades	rela-
cionadas	 con	 la	difusión	
del	conocimiento	sobre	la	
CPI	 y	 con	 la	promoción	
de	 las	 ratificaciones	 del	
Estatuto de Roma	por	parte	
de	los	estados	signatarios.

5	 Los	primeros	 tres	 críme-
nes	se	encuentran	bastan-
te	 claramente	 tipificados	
en	 los	 documentos	 ba-
ses	 de	 la	 fundación	 de	
la	 Organización	 de	 las	
naciones	Unidas,	 espe-
cialmente	 en	 la	DUDH.	
"Sin	 embargo,	 en	 la	me-
dida	 en	 que	 no	 exista	
una	definición	precisa	del	
crimen	 de	 agresión,	 no	
habrá·	en	este	punto	pro-
cesos	ante	la	CPI",	señala	
el	autor	citado	(p.	12).

6	 Esta	idea	la	toma	de	la	re-
ciente	obra	de	John	Rawls,	
El derecho de gentes y una 
revisión de la idea de razón 
pública	(Paidós,	Barcelona,	
2001),	 publicada	 treinta	
años	después	de	su	famo-
sa Teoría de la justicia.

7	 En	 este	 contexto	 analiza	
también	el	"caso	Pinochet"	
como	un	caso	paradigmá-
tico	 reciente	—ver	 para	
esto	también	el	dossier	"El	
juicio	de	extradición	con-
tra	Augusto	Pinochet",	en:	
Unicornio—,	Suplemento	
cultural	de	Por Esto!,	año	
9,	 19	 de	 diciembre	 de	
1999,	 n.	 451	 (parte	 I)	 y	
año	9,	26	de	diciembre	de	
1999,	n.	452,	(parte	II).

8	 Además,	el	dossier	contie-
ne	la	"Ley	de	Introducción	
del	Código	Penal	Interna-
cional"	en	donde	el	parla-

mento	alemán	 incorporó	
los	preceptos	del	derecho	
penal	 internacional	 a	 la	
legislación	nacional	 (pp.	
117-133),	y	un	 listado	de	
las	 139	firmas	 y	 94	 rati-
ficaciones	del	Estatuto de 
Roma	vigentes	a	mediados	
de	2004	(pp.	135-139).	

9	 Cabe	señalar	en	este	con-
texto	 que	 los	 días	 28	 y	
29,	 representantes	de	 la	
Coalición	Mexicana	por	
la	Corte	Penal	Internacio-
nal,	 agrupación	 forma-
da	 por	medio	 centenar	
de	 Organizaciones	 no	
Gubernamentales	 y	una	
cantidad	 semejante	 de	
individuos	 comprometi-
dos	con	la	promoción	de	
los	 derechos	 humanos,	
impartieron	 en	Mérida	
dos	talleres	relativos	a	la	
CPI,	 copatrocinados	por	
Amnistía	 Internacional,	
por	 la	 UADy	 y	 por	 la	
Universidad	Marista.	Con	
este	motivo,	la	biblioteca	
de	la	Unidad	de	Ciencias	
Sociales	de	la	UADy	editó	
un	 tríptico	 sobre	Vigen-
cia global de los derechos 
humanos y la Corte Penal 
Internacional,	 que	 enlista	
material	 bibliográfico,	
hemerográfico	 y	 de	 la	
WWW	disponible	 sobre	
el	tema.

10	 Sobre	 este	 debate	 y	 la	
suerte	de	la	Iniciativa	Pre-
sidencial	 para	modificar	
el	Artículo	 21	Constitu-
cional,	 informa	el	 repor-
te	 de	 Elia	 Patricia	neri	
(pp.	 403-445),	 contenido	
en	 el	 volumen	 colectivo	
editado	 por	Kai	Ambos	
y	Ezequiel	Malarino,	Per-

secución penal nacional de 
crímenes internacionales en 
América Latina y España, 
Ed.	Instituto	Max	Planck	
de	Derecho	Penal	Extran-
jero	e	Internacional	/	Fun-
dación	Konrad	Adenauer,	
Montevideo,	2003.	A	fines	
de	 octubre	 de	 2004,	 el	
presidente	de	la	CPI,	el	ca-
nadiense	Philippe	Kirsch,	
celebró	 en	México	 una	
reunión	con	senadores,	en	
cuyo	 transcurso	 abordó	
uno	de	los	puntos	críticos	
del	funcionamiento	de	la	
Corte,	es	decir,	la	(inexis-
tente)	 retroactividad	 de	
las	competencias	de	la	CPI	
(ver	 la	 nota	 correspon-
diente	en	el	periódico	La 
Jornada	del	28	de	octubre	
de	2004,	<http://www.jor-
nada.unam.mx/018n3pol.
php?printver=1

	 &fly=1>).	El	9	de	diciem-
bre	 de	 2004,	 la	 Cámara	
de	Diputados	 avaló	 con	
mayoría	calificada	de	347	
votos,	 12	 en	 contra	 y	 5	
abstenciones,	la	propuesta	
de	modificación	del	 artí-
culo	21	de	la	Constitución,	
mediante	 la	 cual	México	
reconoce	 la	 autoridad	y	
la	jurisdicción	de	la	Corte	
Penal	 Internacional	 (ver	
periódico	El Universal, 
Sección	La	nación,	p.	12).	

11	 Una	interesante	introduc-
ción	a	la	problemática	del	
derecho	penal	intercultu-
ral	 es	 el	 libro	de	Otfried	
Höffe,	Derecho intercul-
tural	 (Gedisa,	Barcelona,	
2000);	 véase	 sobre	 esto	
también	las	pp.	44-48	del	
artículo	arriba	citado	de	J.	
De	Zan.
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